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DERECHO A LA SALUD / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS Y ASISTENCIALES. [L]a única limitante para que no le sea realizada la cirugía que requiere la usuaria es un trámite interinstitucional, que no puede de ningún modo afectar la continua prestación del servicio y el tratamiento médico prescrito, situación que por sí sola evidencia la vulneración del derecho a la salud en la medida en que se impone una barrera de tipo administrativo que obliga al usuario a esperar indefinidamente soluciones por parte del sistema, mientras sus condiciones médicas se deterioran.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintitrés de mayo de dos mil diecisiete
Acta N° 0     de 23 de mayo de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por DIANA MONTOYA AGUDELO contra la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Diana Montoya Agudelo que en su condición de beneficiaria de los servicios de salud a los que tiene derecho su compañero permanente, Rodrigo Echeverry Marulanda, pensionado de la Policía Nacional, recibe atención por parte de Sanidad de esa institución; que padece de Hipoacusia, para cuyo tratamiento le fueron ordenados los procedimientos denominados “Mastoidectomía simple y Timpanoplastía Tipo I”, procedimientos que no ha sido autorizados por la accionada.
Refiere que el día 7 de octubre de 2016 fue remitida con otro especialista en otología que le ordenó una “Timpanoplastia II”, procedimiento que tampoco ha sido autorizado, motivo por el cual impetra la presente acción constitucional, con el fin de que sean protegidos sus derechos a la salud y a la igualdad y como consecuencia se ordene a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional que disponga la realización del procedimiento prescrito por el médico tratante, así como tratamiento integral que le permita superar el diagnóstico de hipoacusia que padece.  Reclama también, que le sea brindado el transporte desde su lugar de residencia hasta el lugar donde debe recibir la atención médica, en este municipio.
TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida mediante auto de fecha diez (10) de mayo del año que corre, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Seccional de Sanidad Risaralda, dio respuesta a la acción haciendo un recuento normativo relacionado con su naturaleza jurídica y sus funciones dentro del Subsistema de Salud de la Policía Nacional, para luego informar que el servicio solicitado por la paciente debe ser contratado con la red externa de prestadores de servicio de salud, existiendo un procedimiento interno previsto para la autorización de las órdenes médicas especializadas.
Sostiene la entidad, que el procedimiento pretendido por la actora tiene muy poca demanda en la regional, motivo por el cual deben acudir a otras seccionales con el fin de contratar el servicio, actuación que aspira llevar a cabo lo más pronto posible.

Respecto al servicio de transporte que reclama la paciente le sea suministrado para desplazarse desde su lugar de residencia hasta la IPS asignada para recibir los servicios en salud, sostiene que no cuenta con recursos para atender esta solicitud, dado que el presupuesto asignado sólo cubre el traslado del paciente fuera de la ciudad y que en este caso, el lugar de residencia de la usuaria se encuentra en el mismo municipio de atención, contando con un buen servicio de transporte público, por lo tanto no está llamada a atender su pedido, máxime cuando es un deber legal y una obligación dar buen uso de los recursos del subsistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía.

Precisa también que en consideración al deber de solidaridad que le asiste a su núcleo familiar, corresponde a éste brindarle el apoyo económico que requiere para trasladarse desde su vivienda hasta la IPS que le brinda atención médica, al paso que resalta que los recursos y los medio con los que cuenta el hogar de la accionante le permiten asumir el desplazamiento para atender su tratamiento médico dentro de la ciudad.
La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional resaltó sus funciones dentro del Subsistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía para precisar 
que en virtud a la facultad de delegación y desconcentración que le otorga la constitución, cuentan con 127 Establecimientos de salud encargadas de la prestación de los servicio de primer nivel a los usuarios en cada regional, por lo que estima que es la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, la competente para dar respuesta a la presente acción de tutela.
CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera el derecho fundamental a la salud de la señora Diana Montoya Agudelo que no haya sido ordenada la realización del “Timpanoplastía II”?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 
La evolución de dicha garantía fue resumida por esa Corporación en la T-094-16, así:
“El derecho a la Salud ha tenido un importante desarrollo en la jurisprudencia de esta Corporación y se ha venido protegiendo vía tutela a través de 3 mecanismos:  Al principio, se amparaba  debido a la conexidad que tiene con los derechos a la vida digna e integridad personal; luego, fue reconocido como derecho fundamental, para el caso de personas que por sus condiciones eran consideradas de especial protección constitucional y, recientemente, se ha considerado un derecho fundamental autónomo
”
Adicionalmente, la Ley 1751 de 2015 consagra la salud como un derecho fundamental.

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.
3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los trámites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido en la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:
“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.
4. SERVICIO DE TRANSPORTE.

La jurisprudencia constitucional ha sido reiterada en sostener que si bien el transporte no es un servicio médico, en muchas ocasiones, para que las personas puedan acceder a los servicios médicos, se requiere su traslado para que puedan recibir la atención requerida. 
En sentencia T-674-16, dijo el Alto Tribunal:

“Como esta Corte lo ha indicado en varias ocasiones, el transporte, en sí mismo, no puede ser considerado como un servicio de salud. Sin embargo, en sede de tutela se ha aclarado que, en determinadas ocasiones, la imposibilidad de algunos pacientes en materializar su traslado puede repercutir en la afectación del derecho fundamental referido.
Así las cosas, le corresponde al juez de tutela analizar sí, atendiendo las circunstancias físicas y económicas del paciente y de su familia, se hace necesario el suministro del servicio de transporte por parte de la EPS, en tanto que con la falta de este o de uno que tenga las especificaciones técnicas requeridas, puede imponérsele al afiliado una barrera para su acceso o exponerlo a riesgos en detrimento de su integridad y salud.
(…) 

Lo anterior no desconoce que el primer obligado a asumir tal carga económica es el paciente mismo y, seguidamente su familia. Sin embargo, cuando no puedan realizarlo se le ha impuesto la carga a la entidad prestadora del servicio, en tanto que se pretende evitar un riesgo para la vida del paciente, la continuidad del tratamiento, su integridad física y estado de salud”.

5. CASO CONCRETO

De acuerdo con el historial médico que presenta la actora, para el tratamiento de la patología denominada “Hipoacusia Conductiva”, le fue ordenada, por el especialista en otología la realización de la cirugía “Timpanoplastía II” –fl 7-, la cual no ha sido autorizada por la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.  Según la entidad, tal omisión radica en el hecho de que el servicio que requiere la tutelante tiene muy poca demanda en su ámbito de competencia, motivo por el cual, debe acudir a otras Seccionales para procurar el procedimiento médico que se requiere.
Como puede observarse, la única limitante para que no le sea realizada la cirugía que requiere la usuaria es un trámite interinstitucional, que no puede de ningún modo afectar la continua prestación del servicio y el tratamiento médico prescrito, situación que por sí sola evidencia la vulneración del derecho a la salud en la medida en que se impone una barrera de tipo administrativo que obliga al usuario a esperar indefinidamente soluciones por parte del sistema, mientras sus condiciones médicas se deterioran.
En lo que respecta al servicio de transporte que pretende la demandante le sea brindado para trasladarse desde su lugar de residencia hasta a IPS donde generalmente recibe atención médica, no se dispondrá a través de la presente acción constitucional, toda vez que de la visita sociofamiliar realizada por la llamada a juicio –fls 28 a 30-, se extrae que el núcleo familiar de la actora cuenta con un medio de trasporte –motocicleta- la cual es conducida por su compañero, agente retirado de la institución, quien percibe una asignación mensual del orden de $1.524.00o, vehículo que permite el desplazamiento desde su residencia en el Parque Industrial hasta la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional  - Seccional Risaralda, sin que este medio le esté contraindicado por la patología que actualmente padece.
Adicionalmente, cabe resaltar que en ningún aparte del líbelo inicial se señaló la imposibilidad económica de la usuaria y su grupo familiar de asumir los costos que implica trasladarse en la zona urbana de Pereira para recibir el tratamiento que requiere la hipoacusia que actualmente padece.
Consecuente con lo expuesto, se dispondrá a la Jefatura de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda representada por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, realice todas las gestiones necesarias, para que sea autorizada y practicada la cirugía denominada “TIMPANOPLASTÍA II”.
En igual sentido deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –HIPOACUSIA CONDUCTIVA-.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular la señora DIANA MONTOYA AGUDELO.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda dirigido por el Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, si aún no lo ha llevado a cabo, realice las gestiones necesarias para que le sea practicada a la señora DIANA MONTOYA AGUDELO la “Timpanoplastía II” prescrita por el médico tratante.

En igual sentido, deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera la paciente, en orden a superar el diagnóstico que actualmente presenta –ACUSIA CONDUCTIVA-. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO OCAMPO GAVIRIA
Secretario
� Ver Sentencias T-650 de 2009 


� Sentencia T-094 de 2016 
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